
   
 

 

 

 
 
 

1 de mayo de 2021 
 

REF.: Caso Nº 13.016 
Jorge Marcial Tzompaxtle Tecpile y otros 
México 

 
 
Señor Secretario: 
 
 Tengo el agrado de dirigirme a usted, en nombre de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, con el objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (en adelante “la CIDH”, “el Estado mexicano” o “México”)el Caso Nº 13.016 – 
Jorge Marcial Tzompaxtle Tecpile y otros respecto de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “el 
Estado”, “el Estado mexicano” o “México”).  
 

El presente caso se refiere a la detención ilegal y arbitraria en enero de 2006 de Jorge 
Marcial Tzompaxtle Tecpile, Gerardo Tzompaxtle Tecpile y Gustavo Robles López por parte de 
agentes policiales en una carretera entre las ciudades de Veracruz y Ciudad de México, así como la 
aplicación de la figura del arraigo y la falta de garantías judiciales en el proceso penal que se siguió 
en su contra.  

 
En su Informe de Fondo la Comisión concluyó que las víctimas fueron retenidas y 

requisadas por agentes policiales sin orden judicial y que tampoco se evidenció que fuera posible 
percibir una situación de flagrancia. La Comisión tomó nota de que el Estado no indicó la existencia 
de razones o parámetros objetivos que pudieran justificar la retención, preguntas sobre sus 
actividades, así como requisa de las víctimas por parte de agentes policiales. Por otra parte, el 
Estado mexicano tampoco hizo referencia a la existencia de legislación que incluya la exigencia para 
que las autoridades policiales rindan cuentas, por escrito y ante sus superiores, sobre el detalle de 
las razones que dan lugar a una retención y posterior requisa cuando no existe ni orden judicial ni 
flagrancia. En vista de lo señalado, la Comisión consideró que la retención resultó ilegal y arbitraria. 
Agregó que la posterior requisa del vehículo constituyó una afectación al derecho a la vida privada. 
La Comisión también consideró que las víctimas no fueron informadas sobre las razones de su 
detención ni que fueron llevadas sin demora ante una autoridad judicial. 

 
 
 
 
Señor 
Pablo Saavedra Alessandri 
Secretario 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Apartado 6906-1000 
San José, Costa Rica 
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Por otra parte, la CIDH analizó la figura del arraigo y su aplicación al presente caso, a la luz 
de los estándares interamericanos. Al respecto, la Comisión estableció que la aplicación de la figura 
del arraigo constituyó una medida de carácter punitivo y no cautelar, cuya imposición no se 
encuentra justificada en relación con personas no condenadas y menos aún, respecto de personas 
que ni siquiera están siendo procesadas penalmente. Resaltó además que en el presente caso dicha 
situación afectó el principio de inocencia de las víctimas. La Comisión señaló que la figura del 
arraigo resulta contraria a la Convención Americana y, en el presente caso, constituyó una 
detención arbitraria al no tener una finalidad legítima ni cumplir con los requisitos de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad. La Comisión también consideró que la aplicación de la detención 
preventiva luego del arraigo resultó arbitraria debido a que ésta se sustentó en supuestos indicios 
de responsabilidad, en la cual incluso se habla de una presunción de responsabilidad no 
desvirtuada por los imputados.   
 

Adicionalmente, la Comisión tomó nota de que el Estado no controvirtió los alegatos de la 
parte peticionaria respecto de la situación de aislamiento e incomunicación que sufrieron las 
víctimas en al menos dos ocasiones durante siete horas y media, y un día y medio, respectivamente. 
La Comisión concluyó que tales hechos afectaron la integridad personal de las víctimas. Asimismo, 
constató que, a pesar de no existir sustento probatorio relacionado a condiciones desfavorables en 
la casa de arraigo o en los centros penitenciarios donde estuvieron las víctimas, la sumatoria de 
violaciones derivadas de la privación de la libertad de manera arbitraria y con base en un proceso 
sin las debidas garantías judiciales afectó también su derecho a la integridad psíquica.  
 

Finalmente, la Comisión consideró que el Estado violó el derecho a la notificación previa y 
detallada de los cargos a la defensa técnica en los primeros días posteriores a la detención, puesto 
que durante ese tiempo tuvieron lugar diligencias relevantes en donde se recabó prueba en su 
contra y se dispuso su arraigo. 

 
 Con base en dichas consideraciones, la CIDH concluyó que el Estado mexicano es 
internacionalmente responsable por la violación de los artículos 5.1 (derecho a la integridad 
personal), 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6 (derecho a la libertad personal); 8.1, 8.2, 8.2 b), 8.2 d), y 8.2 e) 
(derecho a las garantías judiciales); 11.2 (derecho a la vida privada); y 25.1 (derecho a la protección 
judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con las obligaciones 
establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.  
 
 El Estado depositó su instrumento de ratificación de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos el 24 de marzo de 1981 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte el 16 
de diciembre de 1998.  
 
 La Comisión ha designado a la Comisionada Esmeralda Arosemena de Troitiño como su 
delegada. Asimismo, Marisol Blanchard Vera, Secretaria Ejecutiva Adjunta, Jorge Meza Flores y 
Erick Acuña Pereda, abogada y abogados de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, actuarán como 
asesora y asesores legales. 
 
 De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión 
adjunta copia del Informe Nº 158/18 elaborado en observancia del artículo 50 de la Convención, así 
como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión Interamericana (Apéndice 1) y los 
anexos utilizados en la elaboración del citado informe. Dicho Informe de Fondo fue notificado al 
Estado mexicano el 31 de enero de 2019, otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre el 
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cumplimiento de las recomendaciones. Con posterioridad al vencimiento de dicho plazo, la 
Comisión otorgó nueve prórrogas para que el Estado contara con tiempo adicional para cumplir con 
las recomendaciones y avanzar en la implementación de las medidas adoptadas para reparar las 
consecuencias de las violaciones de los derechos humanos establecidas en el Informe de Fondo. En 
el transcurso de las mencionadas prórrogas, las partes firmaron el 20 de febrero de 2020 un Acta 
de Entendimiento para la eventual celebración de un Acuerdo de Cumplimiento de Informe de 
Fondo. En el marco de dicho diálogo el Estado tomó acciones concretas para el cumplimiento de 
algunas de las recomendaciones, en particular las relativas a las medidas de compensación 
pecuniaria.  
 
 Sin embargo, tras la solicitud de una décima prórroga por parte del Estado, la CIDH evaluó 
que, a pesar de la voluntad expresada por el Estado, a más de dos años de notificado el Informe de 
Fondo varias recomendaciones permanecen incumplidas. En particular, la Comisión tomó nota de la 
falta de avances en la recomendación relacionada con la adecuación del ordenamiento jurídico 
interno. Por lo tanto, teniendo en cuenta dicha evaluación, así como la necesidad de justicia para las 
víctimas y la voluntad expresada por la parte peticionaria, la Comisión decidió someter el presente 
caso a la jurisdicción de la Corte Interamericana.  
 
 En ese sentido, la CIDH solicita a la Corte Interamericana que concluya y declare la 
responsabilidad internacional del Estado de México por la violación de los artículos 5.1 (derecho a 
la integridad personal), 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6 (derecho a la libertad personal); 8.1, 8.2, 8.2 b), 
8.2 d), y 8.2 e) (derecho a las garantías judiciales); 11.2 (derecho a la vida privada); y 25.1 (derecho 
a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con las 
obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.  

 
La Comisión solicita a la Corte Interamericana que establezca las siguientes medidas de 

reparación: 
 

1. Reparar integralmente a los señores Jorge Marcial Tzompaxtle Tecpile, Gerardo 
Tzompaxtle Tecpile y a los derechohabientes del fallecido señor Gustavo Robles López, 
a través de medidas de compensación pecuniaria y de satisfacción, que incluyan el 
resarcimiento del daño material e inmaterial ocasionado como consecuencia de las 
violaciones declaradas en el informe.  
 

2. Brindar de forma gratuita, inmediata y por el tiempo que sea necesario, el tratamiento 
de salud físico o mental a las víctimas del presente caso. 

 
3. Adecuar el ordenamiento jurídico interno, incluyendo las normas constitucionales y 

legales que mantengan la figura del arraigo, a fin de eliminar definitivamente dicha 
figura. Mientras ello ocurre, asegurar que los operadores jurídicos llamados a aplicar la 
figura de arraigo, la inapliquen mediante un debido control de convencionalidad, a la 
luz de los estándares establecidos en el informe.  

 
4. Llevar a cabo los procedimientos disciplinarios, administrativos o de otra índole que 

correspondan, a fin de investigar de manera diligente, imparcial y en un plazo 
razonable los hechos relacionados con las violaciones de derechos humanos declaradas 
en el informe, con el objeto de esclarecer las múltiples irregularidades analizadas, 
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establecer las respectivas responsabilidades e imponer las sanciones que 
correspondan. 

 
 Además de asegurar la obtención de justicia y reparación de las violaciones declaradas, la 
CIDH resalta que el presente caso involucra cuestiones de orden público interamericano. 
Específicamente, la Honorable Corte podrá pronunciarse sobre los estándares internacionales a 
efectos de analizar restringir la libertad personal de una persona cuando no exista una orden 
judicial ni se evidencie una situación de flagrancia. Particularmente, podrá pronunciarse sobre la 
compatibilidad de la figura del “arraigo” con la Convención Americana, a la luz de los requisitos de 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad de una detención, así como la garantía de la presunción de 
inocencia.  

 
En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público 

interamericano, de conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte Interamericana, 
la Comisión se permite ofrecer la siguiente declaración pericial: 

 
Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre las 

obligaciones de los Estados en materia de restricciones del derecho a la libertad personal y del 
derecho a la presunción de inocencia en el marco de la presunta comisión de delitos. 
Particularmente, el/la perito/a tratará sobre la compatibilidad de la figura del “arraigo” con el 
derecho internacional y sus efectos en los derechos humanos de las personas sometidas a dicha 
figura. El/la perito/a podrá referirse a los hechos del caso para ejemplificar su peritaje.  

 
La Comisión pone en conocimiento de la Corte la siguiente información sobre la 

representación de la víctima:  
Red Solidaria Década Contra la Impunidad 

XXXXXXXXXXXXXXXXXX 
XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 

 
Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

       
Marisol Blanchard 

Secretaria Ejecutiva Adjunta 
 

 
Anexo 


	Peticion_n

